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Resumen ejecutivo

La constitución estipula que el estado es independiente de la religión y establece la
“libertad de pensamiento, espiritualidad, religión y culto, expresada individual o
colectivamente, en público y en privado”.  La constitución y otras leyes otorgan a
las instituciones educativas el derecho a enseñar religión, incluidas clases de
creencias espirituales indígenas.  Las restricciones por COVID-19 provocaron
demoras administrativas en la implementación y aplicación de una ley de libertad
religiosa de 2019 que creó una clara distinción entre organizaciones no
gubernamentales (ONG) y organizaciones religiosas, aunque funcionarios
gubernamentales informaron que el proceso de registro de grupos religiosos se
había reanudado por completo a mediados de año.  En septiembre, algunos líderes
protestantes evangélicos se opusieron públicamente a los esfuerzos del gobierno por
vacunar a la población contra el COVID-19.  Representantes de la comunidad
protestante evangélica nuevamente informaron que varias comunidades religiosas
más pequeñas con “iglesias en casas” preferían no registrar sus organizaciones
porque no querían proporcionar al gobierno acceso a información interna privada.
El 13 de marzo, los obispos católicos emitieron un comunicado luego de que las
autoridades detuvieran a la expresidenta interina Jeanine Áñez y la acusaran de
promover un golpe de estado contra su predecesor, Evo Morales.  En su
declaración, los obispos dijeron que la “política de venganza” y un sistema de
justicia alineado con el poder político gobernante “no crean confianza en la gente”.
En julio, un funcionario de la Iglesia Católica dijo que los ataques públicos del
gobierno contra la Iglesia crearon una atmósfera hostil que afectó la percepción que
muchos jóvenes tenían de la Iglesia.  El funcionario dijo que el gobierno estaba
retrasando donaciones internacionales de ropa en la aduana y aumentando la
dificultad de obtener documentación para misioneros.  El 23 de septiembre, el
presidente Luis Arce pronunció un discurso en la Asamblea General de la ONU en
el que acusó a la jerarquía católica de “participar en la ruptura del orden
constitucional [de Bolivia]”.  El 29 de octubre, la Defensora del pueblo del
gobierno presuntamente encabezó una marcha hacia la sede de la Conferencia
Episcopal de Bolivia (CEB), que representa a los obispos católicos, donde algunos
manifestantes  cometieron actos de vandalismo pintando las instalaciones con
consignas anticatólicas.
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Según los medios de comunicación, el 31 de octubre, grupos que apoyan el derecho
al aborto interrumpieron una misa en la Basílica de San Francisco y la Iglesia de
San Miguel en La Paz y en la Catedral de San Lorenzo Mártir en Santa Cruz,
pintando esta última con pintura roja.  Los activistas criticaron a la Iglesia Católica
de Santa Cruz por alentar a una niña embarazada de 11 años, presuntamente violada
por un familiar, a negarse a interrumpir el embarazo.  En noviembre, los medios
informaron de un enfrentamiento entre un grupo de manifestantes a favor del
derecho al aborto y un grupo que intentaba proteger la Iglesia María Auxiliadora en
La Paz.

En noviembre, representantes de la embajada se reunieron con funcionarios del
Ministerio de Relaciones Exteriores (MFA) para conversar sobre los desafíos
relacionados con las restricciones de COVID-19 y su impacto sobre la libertad
religiosa y el estado de implementación de la ley de libertad religiosa.  El personal
de la embajada interactuó regularmente con líderes religiosos para subrayar la
importancia de la libertad religiosa.  La Encargada de Negocios se reunió con
líderes religiosos en octubre, incluidos representantes de grupos católicos,
protestantes, musulmanes y judíos, para alentar a los líderes religiosos a participar
en un diálogo interreligioso, analizar el impacto de COVID-19 en sus comunidades
y escuchar sus puntos de vista sobre el estado actual de la libertad religiosa.  Los
funcionarios de la embajada se reunieron en otras ocasiones con representantes de
grupos musulmanes, protestantes evangélicos, la Iglesia de Jesucristo de los Santos
de los Últimos Días (Iglesia de Jesucristo), menonitas y católicos para analizar el
impacto de la pandemia de COVID-19 en sus congregaciones y sus relaciones con
el gobierno.

Sección I. Demografía religiosa

El gobierno de Estados Unidos estima la población total en 11,8 millones (a
mediados de año 2021).  Según cifras del gobierno de Estados Unidos, el 77 por
ciento de la población se identifica como católica y el 16 por ciento como
protestante, incluidos los grupos protestantes evangélicos y pentecostales.  Según el
líder local de la Iglesia de Jesucristo, residen en el país aproximadamente 300.000
seguidores; el sitio web central de la Iglesia de Jesucristo estima más de 200.000
seguidores.  Aproximadamente el 5 por ciento de la población se identifica con
grupos religiosos más pequeños y el 5 por ciento se identifica a sí mismo como no
creyente.  Hay aproximadamente 1.500 musulmanes y 450 judíos, según los líderes
de las respectivas religiones y los informes noticiosos.  Aproximadamente 60.000
menonitas viven en las tierras bajas de la provincia de Santa Cruz, según líderes
comunitarios.  Muchas comunidades indígenas, concentradas en áreas rurales,
practican una mezcla de tradiciones espirituales católicas e indígenas.



BOLIVIA                                                           3

Sección II. Estado del respeto del gobierno por la libertad religiosa

Marco legal

Según la constitución, el Estado respeta y garantiza la “libertad de pensamiento,
espiritualidad, religión y culto”, expresada individual o colectivamente, en
público y en privado.  La constitución estipula que el estado es independiente de
toda religión.

La constitución prohíbe la discriminación religiosa, incluido el acceso a las
instituciones educativas, los servicios de salud y el empleo, y protege el derecho
de acceso al deporte público y a las actividades recreativas sin tener en cuenta la
religión.

La ley que rige la libertad religiosa y las organizaciones religiosas y espirituales
establece una clara distinción entre las ONG y las organizaciones religiosas.
Según la ley, las organizaciones religiosas se constituyen para practicar, profesar y
enseñar su fe o religión específica, mientras que las ONG no tienen tales vínculos
basados en la fe.  La ley de libertad religiosa requiere que todas las organizaciones
religiosas o espirituales informen al gobierno de todas las actividades financieras,
legales, sociales y religiosas.  La ley regula las finanzas y las prácticas laborales
de las organizaciones religiosas o espirituales al exigir que el uso de los fondos
sea exclusivamente para lograr los objetivos de la organización, prohibir la
distribución de dinero entre los miembros, someter a todos los empleados a las
leyes laborales nacionales, exigir que las organizaciones se registren en el
Ministerio de Relaciones Exteriores y obligarlas a pagar impuestos.  De
conformidad con un concordato con la Santa Sede, la Iglesia Católica está exenta
de registro.

Las organizaciones religiosas deben presentar 14 requisitos documentales para
registrarse con el gobierno.  Estos incluyen documentos legales notariados,
incluidos estatutos, reglamentos internos y procedimientos; documentos del
contrato de alquiler, facturas de servicios públicos para el(los) lugar(es) de culto y
un mapa del sitio; información detallada sobre los miembros del directorio y los
representantes legales, incluidas verificaciones de antecedentes penales; un
certificado de INTERPOL para extranjeros; prueba de solvencia fiscal;
organigrama, con nombres, direcciones, números de cédula de identidad y
fotografías; una lista completa de miembros e información de identificación;
detalles sobre las actividades y servicios proporcionados por la organización,
incluida la ubicación de los servicios; e información sobre su(s) fuente(s) de
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financiamiento, nacional(es) y/o extranjera(s).

Los requisitos para la clasificación como organización espiritual u organización
religiosa varían ligeramente, pero el gobierno requiere esencialmente el mismo
tipo de información de las entidades espirituales y religiosas.  La constitución
define a una organización espiritual como un conjunto de personas naturales,
nacionales y/o extranjeras que se organizan para realizar prácticas que desarrollen
su espiritualidad de acuerdo a su cosmovisión ancestral.  La mayoría de las
organizaciones espirituales son indígenas en sus orígenes.  La constitución define
a una organización religiosa como un grupo de personas naturales, nacionales y/o
extranjeras que se organizan con el propósito de realizar prácticas de culto y/o
creencia en torno a un Ser Supremo para desarrollar su espiritualidad y
religiosidad, y cuyo propósito no persigue el lucro.

El gobierno puede revocar la licencia de funcionamiento de una organización
espiritual o religiosa por incumplimiento de los requisitos de registro; si la
organización no presenta un informe anual de actividades durante más de dos
años consecutivos; no cumple con sus objetivos declarados; realiza actividades
distintas a las establecidas en sus estatutos; o realiza actividades contrarias a la
constitución, las leyes, la moral o las “buenas costumbres” del país.  Una
organización religiosa o espiritual también puede perder su licencia de
funcionamiento si no cumple con el plazo para renovar la licencia.  El gobierno no
puede negar reconocimiento legal a ninguna organización sobre la base de sus
artículos de fe.

Un reglamento de 2017 requiere que los grupos religiosos y espirituales vuelvan a
registrar sus licencias de operación para garantizar que todos los documentos
incluyan el nombre oficial del país como "Estado Plurinacional de Bolivia".  La
reinscripción también requiere cualquier enmienda a los estatutos de las
organizaciones para cumplir con todas las nuevas leyes nacionales.  Los grupos
religiosos y espirituales debían cumplir con estos nuevos requisitos de registro
para fines de 2019.

Las tarifas para obtener una licencia de funcionamiento difieren entre
“Organizaciones Religiosas” y “Organizaciones Espirituales”, con costos de 6.780
bolivianos (USD 990) y 4.068 bolivianos (USD 600), respectivamente.

La constitución y otras leyes brindan a las instituciones educativas la opción de
impartir clases de religión, incluidas las clases de creencias espirituales indígenas,
con el objetivo declarado de fomentar el respeto mutuo entre las comunidades
religiosas.  Si bien las clases de religión son opcionales, las escuelas deben
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enseñar ética con materiales curriculares que promuevan la tolerancia religiosa. El
gobierno no restringe la enseñanza religiosa en escuelas públicas o privadas, y no
restringe

que un estudiante asista a escuelas privadas afiliadas con alguna religión. La ley
también requiere que todas las escuelas acepten estudiantes sin importar su
afiliación religiosa.

El país es parte del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

Prácticas Gubernamentales

Líderes religiosos y fuentes en el Ministerio de Relaciones Exteriores informaron
que el gobierno no había implementado ni hecho cumplir por completo la ley de
libertad religiosa que se aprobó en 2019, en particular los aspectos relacionados
con el requisito de registro, debido a la inestabilidad política en el país y las
restricciones prolongadas relacionadas con la pandemia de COVID-19 .

Miembros de la comunidad protestante evangélica continuaron diciendo que varias
comunidades religiosas más pequeñas formaron congregaciones que celebraban
servicios en lugares de culto no oficiales y realizaban otras actividades sin
registrarse.  Estas comunidades más pequeñas continuaron negándose a registrar
sus organizaciones porque, según las fuentes, preferían no proporcionar al
gobierno acceso a información interna.  Las fuentes afirmaron que estos grupos no
registrados aún no podían poseer propiedades ni tener cuentas bancarias a nombre
de su organización; en cambio, el dinero para un grupo generalmente se mantenía
en una cuenta bancaria controlada por la familia del líder.

Según la Unidad de Cultos y Organizaciones No Gubernamentales del Ministerio
de Relaciones Exteriores, había aproximadamente 648 grupos registrados en su
lista según los requisitos de la ley de libertad religiosa, en comparación con 440
grupos en 2020, y 75 grupos adicionales con una solicitud de registro en proceso
ante el Ministerio.  Según líderes religiosos, casi todas las organizaciones
religiosas o espirituales conocidas que deseaban registrarse con el gobierno habían
cumplido con los requisitos.  Los grupos religiosos dijeron que el proceso de
registro generalmente tomaba de cuatro a seis meses en completarse.  En
noviembre, los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores declararon
que estaban trabajando en un sistema para digitalizar el proceso de registro a fin de
reducir el plazo a uno o dos meses y planeaban tener el nuevo sistema digital
completo para 2022.

Según informes de prensa de septiembre, el pastor protestante evangélico Luis
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Aruquipa se opuso a los esfuerzos del gobierno para vacunar a la población contra
el COVID-19, afirmando: “Estamos en contra de que se obligue a vacunar. Hay
que dejarlo al libre albedrío”.  También citó un pasaje del Salmo 119:45:
“Caminaré en

libertad, porque me he dedicado a tus mandamientos”.

En septiembre, líderes protestantes evangélicos dijeron que estaban molestos con
el vicepresidente David Choquehuanca por “corromper” la fe evangélica.  Dijeron
que Choquehuanca, quien fue criado en la fe, usó su cargo para promover una
religión sincrética que amalgama los rituales indígenas y las creencias protestantes
evangélicas.

Según líderes de la Iglesia Católica, el gobierno presionó cada vez más a la Iglesia
debido a su papel en la mediación de la sucesión presidencial en 2019, cuando los
disturbios postelectorales llevaron a la renuncia del entonces presidente Evo
Morales.  Los líderes católicos dijeron que los ataques verbales públicos del
gobierno crearon un ambiente hostil que afectó la percepción que muchos jóvenes
tenían de la Iglesia.  Los líderes católicos también dijeron que el gobierno estaba
retrasando donaciones internacionales de ropa y aumentando la dificultad de
obtener documentación para los misioneros entrantes.

El 13 de marzo, la Conferencia Episcopal emitió un comunicado horas después de
que las autoridades detuvieran a la expresidenta interina Áñez.  En su declaración,
los obispos dijeron que la “política de la revancha” y un sistema de justicia
dependiente del poder político gobernante “no crean confianza en el pueblo”.  Los
obispos publicaron su mensaje mediante un video en el cual el presidente de la
conferencia, obispo Ricardo Centellas, leyó un comunicado preparado: “No
podemos permanecer pasivos mientras se persigue a ciudadanos que han servido a
Bolivia, [aunque] con sus limitaciones”.

El 25 de agosto, la Conferencia Episcopal emitió un comunicado de prensa
expresando su preocupación “por la deplorable situación de los derechos
humanos” en el país y “la manipulación del sistema judicial por parte de los altos
mandos del estado”, y convocando a una cumbre sobre la reforma de la justicia.
Un representante de la Iglesia Católica afirmó que a los pocos días de emitida la
declaración, fue citado por altos funcionarios del gobierno, quienes lo amenazaron
y le ordenaron que dejara de entrometerse en política.

El 23 de septiembre, el presidente Arce pronunció un discurso en la Asamblea
General de la ONU, en el que acusó a la jerarquía católica de “participar en la
ruptura del orden constitucional [del país]”.  Aunque evitó una respuesta específica
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al discurso del Presidente, el líder de la Conferencia Episcopal hizo una
declaración pública el 14 de noviembre en la que criticó las “amenazas y palabras
que incitan a la violencia” y llamó a un diálogo incluyente y pacífico que busque la
justicia y la paz en el país.

Según los medios, el 29 de octubre, la Defensora del pueblo dependiente del
gobierno, Nadia Cruz, y otros funcionarios encabezaron una marcha hacia la sede
de la Conferencia Episcopal, lugar donde algunos manifestantes cometieron actos
de vandalismo escribiendo consignas, entre ellas, “No son pro vida, son pro
violación” y “sacerdotes violadores y perversos”.  Según los informes, los
manifestantes protestaron por lo que caracterizaron como la intromisión de la
Iglesia Católica para convencer de no abortar a una víctima de violación
embarazada de 11 años.

La policía y los medios de comunicación reportaron sobre la explosión de una
bomba artesanal cerca de la entrada de la sede de la Conferencia Episcopal en La
Paz la madrugada del 24 de noviembre.  La explosión causó daños materiales a la
estructura pero no dejó heridos.  Si bien nadie se atribuyó de inmediato
responsabilidad por el ataque, muchas personas creyeron que el incidente estaba
relacionado con el caso de la víctima de violación embarazada de 11 años.  El
ministro de Gobierno, Eduardo del Castillo, informó que la policía había
identificado a dos mujeres presuntamente responsables del ataque, pero no
proporcionó más información, citando el carácter confidencial de la investigación
en curso.

Sección III. Estado del respeto social por la libertad religiosa

Según los medios, el 31 de octubre, grupos a favor del aborto interrumpieron misas
en la Basílica de San Francisco y la Iglesia de San Miguel en La Paz y en la
Catedral de San Lorenzo Mártir en Santa Cruz, pintando esta última con pintura
roja.  Los activistas se manifestaron en nombre de la víctima de violación
embarazada de 11 años.  “Desde el punto de vista de nuestra fe, hay una
convicción absoluta de proteger la vida”, dijo Susana Inch, asesora legal de la
Conferencia Episcopal. “Aun cuando haya un caso de violencia sexual, aun cuando
haya un embarazo de alto riesgo, aun cuando todo sea desfavorable, la convicción
es proteger y salvar esa vida bajo cualquier circunstancia”.  Un representante de la
Arquidiócesis de Santa Cruz condenó los ataques a la Iglesia Católica y sus
edificios.

Los medios informaron sobre un incidente ocurrido el 25 de noviembre en el que
un grupo de manifestantes a favor del derecho al aborto se enfrentó a un grupo que
intentaba proteger la Iglesia María Auxiliadora en La Paz.  Los manifestantes
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arrojaron baldes de pintura, heces y otros objetos al grupo que protegía la iglesia.

Sección IV. Política y compromiso del gobierno de Estados Unidos

En noviembre, representantes de la embajada se reunieron con funcionarios del
Ministerio de Relaciones Exteriores para conversar sobre los desafíos relacionados
con las restricciones de la pandemia de COVID-19 y su impacto sobre la libertad
religiosa y el estado de implementación de la nueva ley de libertad religiosa.

Representantes de la embajada interactuaron periódicamente con los líderes
religiosos para subrayar la importancia de la tolerancia y la libertad religiosa. En
octubre, la Encargada de Negocios se reunió con líderes religiosos de las
comunidades evangélica protestante, musulmana, católica y judía para analizar
temas de libertad religiosa, incluida la ley de libertad religiosa, y alentar a los
líderes religiosos a entablar un diálogo interreligioso.  A lo largo del año,
funcionarios de la embajada se reunieron individualmente con líderes de la Iglesia
de Jesucristo y grupos evangélicos protestantes, católicos, menonitas y
musulmanes para conversar sobre el impacto de la implementación de la ley de
libertad religiosa, el impacto de la pandemia de COVID-19 en sus comunidades y
sus relaciones con el gobierno bajo el liderazgo del presidente Arce.

La embajada publicó saludos tradicionales por Hannukah y Navidad en su página
de Facebook.


